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SALA SEGUNDA NUM. REGISTRO: 1962/1990.

Seccién Tercera ASUNTO: Recurso de amparo pro-
movido por don José Guillé
EXCMOS. SRES.: Fernéndez.

Lépez Guerra
Diaz Eimil

Gonzélez Campos

SOBRE: Auto del Juzgado Central
de Instruccién niam. 1, que de-
creta la apertura del juicio
oral para el enjuiciamiento de
supuestos delitos de impruden-
cia temeraria profesional.

La Seccién ha examinado el recurso de amparo inter-
puesto por don José Guillé Fernéndez.

I. ANTECEDENTES

1; Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 26 de julio de 1990, don Argimiro VAzquez Guillén, Procura-
dor de los Tribunales, en nombre y representacién de don José
Guillé Fernéndez, interpone recurso de amparo contra el Auto
del Juzgado Central de Instruccién ntim. 1, de 25 de mayo de
1990, que decreta la apertura del juicio oral para el enjuicia-
miento de supuestos delitos de imprudencia temeraria profesio-
nal.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes an-
tecedentes de hecho:

a) E1 12 de abril de 1984, la Seccién Segunda de la
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional dicté Auto ordenando
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TRIBUNAL deducir testimonio de particulares del sumario nGm. 129/1981
CONSTITUCIONAL oy s . .
TR TR para depurar las responsabilidades de ciertas autoridades Yy

funcionarios en relacién con los hechos investigados en el mis-
mo. Dicho testimonio dio lugar al sumario ntm. 62/1985 en el
que el recurrente declaré como testigo el 13 de noviembre de
1987.

b) A finales del mes de mayo de 1990 diversos me-
dios de comunicacién dieron la noticia de que el Juzgado Cen-
tral de Instruccién ntm. 1 habia ordenado, en resolucién de 25
de mayo de 1990, la apertura del juicio oral contra varios fun-
cionarios, entre los que se incluia al recurrente. Ante tales
circunstancias, el demandante se dirigié al Juzgado Central de
Instruccién solicitando que se le notificase en forma dicha re-

- solucién, en el caso de que hubiese sido efectivamente dictada.
Como consecuencia de ello, el 4 de julio de 1990 se produjo la
notificacién del Auto referido al solicitante de amparo. En el
mismo se ordenaba la apertura del juicio oral en el procedi-
miento abreviado ndm. 162/1989, sobre imprudencia temeraria
profesional con resultado de muerte y lesiones, en el que se
encontraban inculpados 10 funcionarios y antiguos altos cargos
de la Administracién, entre ellos el recurrente, en virtud de
distintas acusaciones dirigidas en su contra por las acusacio-
nes particulares personadas en el procedimiento el Ministerio
Fiscal habia solicitado el sobreseimiento provisional al amparo
de lo dispuesto en el art. 641.1 de la L.E.Crim.

El Auto decretaba igualmente la libertad provisio-
nal de los acusados, fijaba determinadas responsabilidades ci-
viles y declaraba la responsabilidad civil subsidiaria del Es-
tado, al tiempo que denegaba la apertura del juicio oral contra

<

g otros 11 funcionarios y altos cargos.

2

% 3. La demanda se apoya sobre 3 tipos de considera-
g ciones: a) El desconocimiento por el recurrente de la existen-
(-9

cia de acusaciones formales dirigidas contra él1 hasta la noti-
ficacién del Auto impugnado; b) La ausencia de cualquier
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relacién de hechos y de fundamentacién juridica en el Auto im-
pugnado que conlleva la consiguiente arbitrariedad, al menos en
lo que a la apertura del juicio oral se refiere; c) La
inconstitucionalidad del art. 790.1 de la L.E.Crim. en el que
se basa el Auto recurrido para decretar la apertura del juicio
oral.

La ausencia de notificacién y la falta de conoci-
miento de las distintas diligencias que se hayan podido practi-
car en el sumario 62/1985 y en el procedimiento abreviado
162/1989 ha originado la violacién de su derecho a tener un co-
nocimiento puntual de las acusaciones formuladas contra €l y a
intervenir en el procedimiento en condiciones de igualdad con
las demd&s partes, igualmente se ha conculcado su derecho a no
sufrir indefensién, a ser instruido del derecho a defenderse y
a un proceso con todas las garantias. Todos estos derechos
fundamentales, incluidos en el art. 24 C.E., contribuyen a ase-
gurar la necesaria intervencién del imputado en el proceso con
anterioridad a que se acuerde la apertura del juicio oral, re-
solucién ésta que supone una acusacién en sentido técnico for-
mal.

Considera el actor, ademds, que la carencia de
fundamentacién factica y juridica razonable en el Auto impugna-
do de la que se deduzca la pertinencia de abrir el juicio oral,
constituye una resolucién arbitraria y contraria a su derecho a
obtener la tutela judicial efectiva sin indefensién.

Finalmente entiende que, sin perjuicio de que el
recurso se fundamente en concretas violaciones de derechos fun-
damentales, el art. 790.1 L.E.Crim. es contrario a la Constitu-
cién por no otorgar al inculpado participacién alguna en la
formacién de la resolucién judicial que ordena la apertura del
juicio oral, lo cual origina las lesiones de derechos reconoci-

dos en el art. 24 C.E. a que se ha hecho mencién.
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Solicita la nulidad del Auto impugnado Yy la
retroaccién de actuaciones del procedimiento abreviado 162/1989
a fin de que, con caricter previo a la apertura del juicio |
oral, sea oido como imputado el recurrente en amparo. Igual-
mente pide la suspensién del Auto recurrido.

4., Mediante providencia de 7 de agosto de 1990, la
Seccién de Vacaciones del Tribunal Constitucional acord6é admi-
tir a trémite la demanda de amparo y solicitar a los &rganos
judiciales intervinientes en autos certificacién o copia
adverada de las actuaciones asi como que se emplazase a quienes
hubieren sido parte en el procedimiento, a excepcién del recu-
rrente, para que pudiesen comparecer en el recurso de amparo.
Por providencia de igual fecha se acordé formar la pieza sepa-
rada de suspensién que finalmente, tras las alegaciones de las
partes, fue denegada por Auto de la Sala Segunda de 17 de sep-
tiembre de 1990.

5. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal
el 19 de septiembre de 1990, el Juzgado Central de Instruccién
nam. 1 de la Audiencia Nacional solicit6é6 de este Tribunal que,
visto lo voluminoso de la causa referida (no menos de 300.000
folios), indicase si la tramitacién del presente recurso podia
tener lugar con la remisién de particulares que determinasen
las partes. Ello motivé que, mediante nueva providencia de 27
de septiembre de 1990, la Seccién acordase dar traslado a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal a fin de que especifi-
casen aquellos particulares indispensables para la tramitacién
del presente recurso y, evacuado el trémite, la Seccién, en su
providencia de 12 de noviembre de 1990, acordé solicitar del
Juzgado Central de Instruccién nim. 1 la remisién de determina-
das certificaciones o copias adveradas de particulares del in-
dicado procedimiento.

6. Los dias 31 de enero, 1, 4, 5 y 6 de febrero de
1991 tuvieron entrada en este Tribunal 1los escritos de
personacién de los Procuradores de los Tribunales don José Luis




TRIBUNAL

CONSTITU
WATTEH

e

UNE A-4

Papel de Oficio

e

cl

NAL

e
£

0 0461720

—5-

Martin Jaureguibeitia, en nombre y representacién de dofia Pilar
Soria Dominguez y 277 personas més, don Ramiro Reynolds de Mi-
guel, en representacién de la Asociacién de Afectados por el
Envenenamiento de aceite o neumonia téxica de Palencia, don Ra-
fael Delgado Delgado, en nombre de la Organizacién de Consumi-
dores y Usuarios, dofia Beatriz Ruano Casanova, en nombre y re-
presentacién del Presidente de la Asociacién de Afectados por
el Sindrome T6xico de Valladolid y Provincia, dofia Maria José |
Milladn Valero, en nombre de don Sebastién Mufioz Cortés y 149
personas mas, y don Rafael Torrente Ruiz, en representacién de
SINTOX. A todos ellos se les tuvo por personados en providen-
cias de la Seccién Cuarta de 25 de febrero y 14 de marzo de
1991; en la Gltima de éstas se acordé dar traslado de las ac-
tuaciones a los mismos, al Abogado del Estado y al Ministerio
Fiscal, para que, por plazo comin de 20 dias, pudiesen presen-
tar las alegaciones que estimasen pertinentes.

7. En el tramite de alegaciones, presentaron las
suyas, de un lado, la Organizacién de Consumidores y Usuarios y
la "Asociacién de afectados por el envenenamiento de aceite o
neumonia téxica de Palencia" en solicitud de que se denegase el
amparo solicitado, y, de otro, el Abogado del Estado, el Minis-
terio Fiscal y el propio recurrente, quienes pidieron que se

dictase Sentencia estimando la demanda.

8. El 28 de junio de 1991 tuvo entrada en este
Tribunal un escrito del recurrente en el que se ponia en cono-
cimiento del Tribunal Constitucional que el Juzgado Central de
Instruccién nGm. 1 de la Audiencia Nacional habia dictado los
Autos de 6 de junio y 14 de junio de ese mismo afio, cuyas co-
pias acompafiaba, en los que, en virtud del primero de ellos, de
disponia la anulacién de la resolucién recurrida en amparo y se
dejaba sin efecto la apertura del juicio oral acordada contra
varias personas, entre ellas el actor, en el procedimiento
abreviado ndm. 162/1989, disponiendo, ademds la retroaccién de
las actuaciones al momento de notificar a los interesados el
Auto de 10 de julio de 1989 por el que se acomodaba a los
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BN T ellos. Por el segundo, se rectificé de oficio el anterior y se

retrotraian las actuaciones al momento de notificar el Auto de
13 de febrero de 1990 por el que se declaraba terminada la in-
vestigacién y se daba traslado a las partes acusadoras a fin de
que pudiesen formular su acusacién y solicitar la apertura del

juicio oral.

Con relacién a dichas resoluciones argumentaba que
ninguna de ellas contemplaba la situacién especifica del deman-
dante, quien nunca ha sido oido como inculpado, por lo que no
ha quedado satisfecha la pretensién objeto de la demanda. Aun-
que mencionaba haber recurrido tales resoluciones, entendia que
con las mismas persistia integramente la vulneracién de dere-
chos fundamentales denunciada con la demanda.

Por su parte el Juzgado Central de Instruccién nam.
1 de la Audiencia Nacional remitié a este Tribunal informe, al
que acompafiaba copia de los Autos de 6 y 14 de junio de 1991,
en el que participaba que el procedimiento 162/1989 se encon-
traba pendiente, para dictar la resolucién oportuna, de termi-
nar de recibir las declaraciones acordadas por providencia de
24 de enero de 1992 sefialadas para el dia 12 siguiente. En
consecuencia, decia, la fase de instruccién se encuentra
conclusa, el tré&mite actual es el del art. 790 L.E.Crim. y se
est&n practicando las actuaciones tunicas pendientes: recibir
nueva declaracién en concepto de imputados a quienes pudieran
resultar acusados.

9. A la vista de lo anterior, la Seccién decidié,
de acuerdo con el art. 84 LOTC, conferir a las partes

UKE A-4

personadas un término de 10 dias para que alegasen sobre la ca-
rencia sobrevenida de objeto constitucional de la demanda, a
cuyo efecto se dio traslado a las partes del informe mencionado

anteriormente y de los autos que acompafiaba.

Papel de Oficio
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se dardn los elementos objetivos y razonables para poder ser
acusado y, por tanto, persistiré integro el objeto del presente
amparo. Los Autos de 6 y 14 de junio de 1991 dejan sin efecto
el de 25 de mayo de 1990, pero las fechas de retroaccién a que
los mismos se remiten son posteriores a la finalizacién de los
actos de investigacién. Ello quiere decir que el demandante no
serd oido en la fase de investigacién y, por este motivo, cuan-
do el mismo fue llamado a declarar el 12 de marzo de 1992, el
acto se produjo después de concluir la fase instructora, es de-
cir, con el Gnico objeto de cumplir un tré&mite formal, puesto
que ya no tendria oportunidad de tomar contacto con lo actuado
ni proponer nuevas diligencias en apoyo de su pretensién de no
ser llevado a juicio oral y evitar la acusacién. Unicamente la
retroaccién de las actuaciones a un momento anterior al previs-
to en el art. 789.5 de la L.E.Crim. podria garantizar el dere-
cho de defensa, sin que lo contrario pueda tener su justifica-
cién en la economia procesal o en la necesidad de no dilatar
méds la causa. Por ello, considera que el presente recurso de
amparo mantiene su objeto y contenido al persistir la violacién

del derecho fundamental denunciada.

10. El1 21 de abril de 1992 tuvo entrada en el Re-
gistro General de este Tribunal un oficio remitido por el Juz-
gado Central de Instruccién ntm. 1 de la Audiencia Nacional, al
que acompafiaba copia del Auto de 8 de abril de 1992 dictado en
el procedimiento abreviado nim. 162/1989, a efectos del conoci-
miento del mismo por este Tribunal en los recursos que pudieran
estar pendientes en relacién con el expresado procedimiento.

En la fundamentacién juridica del Auto se recoge |
que "estimando que los recursos de amparo pendientes, caso de
prosperar, podian dilatar la ya larguisima duracién de este
procedimiento y que, por contra, la estimacién de las preten-
siones de los imputados en el punto relativo a la retroaccién
de los efectos de la nulidad del auto de apertura del juicio
oral al momento inmediatamente anterior a aquella otra resolu-
cién que daba por conclusa la instruccién y acordaba que la
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causa siquiera en lo sucesivo por los tré&mites del procedimien-
to abreviado, y en consideracién, ademds, a la valoracién de
que el tiempo para la préctica de las diligencias
hipotéticamente pendientes es minimo, se considera por todo
ello que debe retrotraerse la nulidad del Auto de apertura del
juicio oral al momento inmediatamente anterior al Auto que daba
por conclusa la instruccién". En virtud de lo anterior, el
Instructor dispone "12 se retrotraen los efectos de nulidad del
Auto de apertura del juicio oral al momento inmediatamente an-
terior a la resolucién gue acordaba la conclusién de la ins-
truccién; 2° recibase declaracién, en concepto de imputados
a... José Guillé Fernéndez", entre otros... "queden los autos a
la vista en Secretaria a disposicién de las partes, por término

de 5 dias para que soliciten las diligencias que a su derecho

-convengan y sean Gtiles y pertinentes".

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.- De acuerdo con lo dispuesto en el art. 84 de
la LOTC, el Tribunal, en cualquier tiempo anterior a la deci-
sién, podré& comunicar a los comparecidos en el proceso consti-
tucional la eventual existencia de otros motivos distintos a
los alegados, con relevancia para acordar lo procedente sobre
la admisién o inadmisién. Es evidente que este precepto es de
clara aplicacién en aquellos supuestos en los que, como ha ocu-
rrido en el presente, después de admitir a trémite una demanda
de amparo e iniciadas las actuaciones, se produce un hecho nue-
vo que, si hubiera sido anterior a la providencia que resolvié
sobre la admisién, hubiese cambiado necesariamente el sentido

de ésta.

En linea con lo anterior puede afirmarse que existe
una crisis del proceso, por desaparicién de la materia
litigiosa o por cesacién de su objeto, cuando se producen cir-

cunstancias sobrevenidas que modifican de manera sustancial la
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controversia. Una de estas circunstancias, de aplicacién espe-
cifica en los procesos constitucionales de amparo, en los que
se requiere la existencia de contenido constitucional puesto
que su objeto es la lesién o violacién de los derechos y liber-
tades a los que se refiere el art. 41 de la LOTC, es la desapa-
ricién sobrevenida del carActer constitucional de la controver-
sia (AATC 495/83 y 43/85).

2.- Esto es, precisamente, lo ocurrido en el pre-
sente asunto pues su objeto lo constituia, tal y como se deduce
de la demanda y del escrito de alegaciones del actor, la
incoacién contra el mismo del procedimiento abreviado 162/1989,
por el Juzgado Central de Instruccién ntm. 1 de la Audiencia
Nacional, en el que, por medio del Auto de 25 de mayo de 1990,
se declar6 abierto el juicio oral para el enjuiciamiento de de-
litos de imprudencia temeraria profesional contra el recurrente
y otros funcionarios y altos cargos de la Administracién sin
que en ningln momento de la instruccién procesal haya tenido el
mismo el cardcter de imputado, ya que Gnicamente presté decla-
racién como testigo y sélo tuvo conocimiento de su implicacién
en los hechos a través de la prensa, lo que hizo que tuviese
que pedir él1 mismo la notificacién del Auto impugnado. Tales
hechos, afirmaba, suponian una vulneracién del derecho de de-
fensa consagrado en el art. 24.1 C.E., y, en consecuencia, so-
licitaba la anulacién del expresado Auto de 25 de mayo de 1990,
la retroaccién de las actuaciones del citado procedimiento
abreviado para que, con cardcter previo a la apertura del jui-
cio oral, fuese oido como imputado el recurrente, y, por Gltimo
que se declarase la inconstitucionalidad del art. 790.1 de la
L.E.Crim., precepto que habia servido de base al instructor

para decretar la apertura del juicio oral.

Pues bien, como el propio demandante reconoce en su
escrito de alegaciones de 19 de abril de 1991, la STC 186/1990
resolvié la cuestién planteada por el actor en relacién con la
pretendida inconstitucionalidad del art. 790.1 de la L.E.Crim.,
en su redaccién dada por la Ley 7/1988, en el sentido de
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declarar dicho precepto acorde con la Constitucién, por lo due,
con respecto a este motivo de recurso, concurre el supuesto de
inadmisién previsto en el art. 50.1 d) de la LOTC.

2.- Por lo que se refiere a la supuesta indefen-
sién causada durante la instruccién, los Autos del Juzgado Cen-
tral de Instruccién nim. 1 de la audiencia Nacional de 6 y 14
de junio de 1991 decretaron la nulidad del Auto de 25 de mayo
de 1990, cuestién ésta que constituia una de las pretensiones
de amparo, y acordaba la retroaccién del procedimiento al Auto
de 13 de febrero de 1990 por el que se decidié, teniendo por
finalizados los actos de investigacién, que siguiese adelante
el procedimiento conforme a las normas del Capitulo 22, titulo
III, del Libro IV de la L.E.Crim. Como complemento de los mis-
mos, la providencia de 24 de febrero de 1992 acordé recibir de-
claracién en concepto de imputados a quienes, como era el caso
del recurrente, pudieran resultar acusados en dicho proceso.

Contra la opinién de las demds partes personadas en
el presente recurso, el demandante sostuvo, al darsele traslado
de la providencia por la que se concedia un plazo de alegacio-
nes a las partes sobre la carencia sobrevenida de objeto cons-
titucional de la demanda, que en tanto que dicha declaracidn
como imputado no se produjera durante la fase de instruccién, y
no una vez cerrada la misma, la vulneracién del derecho de de-
fensa continuaba vigente puesto que se le impedia alegar y pro-
poner diligencias en la fase instructora. Sin embargo, esta
dltima objecién se ha visto satisfecha por medio del Auto del
Juzgado Central de Instruccién de 8 de abril de 1992 en el que
se retrotraen los efectos de la nulidad acordada al momento an-
terior a la resolucién que concluia la instruccién, se ordenaba
recibir nueva declaracién como imputado al actor y se ponian de
manifiesto los Autos a las partes personados para que solicita-
sen las diligencias que a su derecho convengan. De esa forma,
la instruccién permanece abierta, se otorga el carécter de im-
putado al recurrente, en cuyo concepto serd oido, y se le posi
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bilita la

exculpacién considere conveniente interesar.

proposicién de 1las diligencias que para su

Con tales datos podemos concluir sin duda dque la
actuacién del 6érgano judicial, tendente a salvaguardar los de-
rechos constitucionales de las partes y a no producir més dila-
ciones en el proceso judicial seguido, ha satisfecho la preten-
sién de amparo formulada por el actor y dejado sin objeto cons-

titucional el presente recurso de amparo.

En atencién a lo expuesto, la Seccién ha acordado
dar por concluso el presente procedimiento, por desaparicién de
su objeto, y el archivo de las actuaciones.

Madrid, catorce de septiembre de mil novecientos

noventa y dos.




